
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por falta de agotamiento de los recursos ordinarios contra la sentencia atacada 
“(…) contaba el accionante con otro mecanismo de defensa judicial para hacer ver del juez ordinario competente para conocer en segundo grado, todas y cada una de las aparentes irregularidades que ahora estima que se dieron en el fallo y que pretende realzar por este excepcional trámite; pero no lo utilizó, olvidando con ello, más allá de las situaciones que ahora blande, que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, se insiste, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, como viene de verse, no ha acontecido.” 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero veintinueve de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-005-2016-00002-01
Acta N° 101 de febrero 29 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 27 de enero del presente año por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, interpuesta por Francisco Javier Jaramillo Vélez, en esta acción de tutela que promovió frente al Juzgado Octavo Civil Municipal de esta misma ciudad,  a la que fueron vinculados los Juzgados Segundo y Séptimo Civiles Municipales de Pereira y el Conjunto Residencial y Comercial Pinares de Aragón P.H. 
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental al debido proceso, Francisco Javier Jaramillo Vélez, actuando en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira.  
Expuso que en el citado despacho judicial, se presentó demanda para promover proceso abreviado de menor cuantía, en contra del Conjunto Residencial y Comercial Pinares de Aragón P.H., que se radicó al número 2013-00105-00, con el fin de que se declarara la existencia de perturbación al inmueble ubicado en la Torre 3, apartamento 003, que hace parte de dicha unidad residencial; el asunto se tramitó conforme a las formalidades legales y concluyó con sentencia del 8 de septiembre de 2015, en la que se exoneró a la parte demandada y fue condenado en costas procesales; señaló que entre los argumentos esbozados por el Juez accionado estaba acreditada la perturbación a la posesión y su calidad de titular del derecho de dominio; seguidamente, desconoció la acción posesoria como instrumento de protección, pues se anuló “el goce efectivo y las respectivas molestias a una situación de hecho”; era más que evidente reconocer la perturbación realizada por la administración del conjunto en área privada, según documental fotográfica e inspección judicial; que a pesar de que las áreas son una de carácter común y otra privada, ello no afectaba la copropiedad, ni desmejoraba el diseño, ni la armonía del conjunto. Agregó que aunque el despacho no tuvo dudas sobre su propiedad, sí es asombroso que desconozca el contenido de la escritura número 1314 de 2007 sobre el uso exclusivo de la terraza que le corresponde de manera exclusiva, acorde con el régimen de propiedad horizontal, y se violó, en consecuencia, de manera flagrante, lo prevenido por el parágrafo 1º del artículo 5º de la ley 675 de 2001; el despacho no reconoció la importancia de la Curaduría Urbana de Pereira, la cual no otorgó permiso a la administración demandada para sobrecargar la losa (nadir) con un muro arbitrario y sin ninguna razón legal dentro de su entorno, siendo la única competente para permitirlo; se pasó por alto, de igual manera, la inspección judicial realizada por el Juzgado Segundo Civil Municipal, que dio cuenta de la perturbación y de los daños a la copropiedad; que ni siquiera el despacho accionado tiene claro si se trata de un muro o de una división, pues, no realizó la inspección del caso y por ello, incurrió en el error; además resultó uno de mayor envergadura, el designar un perito avaluador en propiedad raíz y no un ingeniero idóneo en el tema como se solicitó.
Solicitó, que de salir avante sus pretensiones, la sentencia debe disponer (i) la declaratoria de existencia de perturbación por parte de la administradora del conjunto, ante la desestabilización, desmejoramiento de la vivienda y daños en la infraestructura parcial; (ii) que la propiedad horizontal es civilmente responsable de los daños y perjuicios ocasionados al demandante que serán tasados por un auxiliar de la justicia y (iii), la prohibición de actos de perturbación y la seguridad de que no se producirán en un futuro. 
Se dio impulso a la acción y se dispuso vincular a los Juzgados Segundo y Séptimo Civiles Municipales de Pereira y al Conjunto Residencial y Comercial Pinares de Aragón P.H., a la vez que se ordenó la práctica de una inspección judicial al proceso del que da cuenta la acción de tutela y se negó la petición de medida provisional.

La titular del Juzgado Segundo indicó que realizó las actuaciones que correspondieron en cada etapa procesal, sin emitir concepto sobre la prosperidad o no de las pretensiones, pues debió remitir el proceso para reparto entre los otrora Jueces Civiles Municipales de Menor Cuantía Escriturales; que en la inspección judicial no hizo declaración alguna, sino que dejó constancia de lo observado, para ser valorado en la sentencia.
En la inspección judicial, entre otras situaciones, se dejó nota acerca de que luego de dictada la sentencia, que declaró imprósperas las pretensiones de la parte demandante, y que luego de surtidas las notificaciones de rigor, adquirió ejecutoria y sobrevino lo relacionado con la liquidación de costas y otros eventos suscitados dentro del asunto. 
Por su parte, mediante apoderada judicial, la propiedad horizontal vinculada se pronunció sobre los hechos de la demanda; dijo que no se cumplen los presupuestos de procedibilidad, al pretender por este medio constitucional revivir términos que dejó vencer para impugnar la sentencia y manifestar inconformidades frente a la misma; también hizo alusión al requisito de inmediatez y se refirió a las también exigencias jurisprudenciales.
Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia de la acción, teniendo presente que el accionante no agotó todas las vías y recursos que la ley le otorgaba para atacar la decisión.
Esa resolución dejó inconforme al accionante, que la impugnó; argumenta que no entiende por qué se vinculó al Juzgado Séptimo Civil Municipal, el que a la postre guardó silencio; que la Jueza Segunda Civil Municipal sí se pronunció para expresar que adelantó algunas actuaciones de vital importancia para las resultas del proceso, las cuales no fueron tenidas en cuenta al momento del fallo, ya que la inspección judicial correspondía a la prueba reina dentro del proceso; que la declaración de improcedencia de la acción desconoce las falencias de proceso al aceptarse un perito inidóneo para el caso concreto, de lo que se advirtió oportunamente y ello se llama error grave, por lo que se debió corregir, inclusive, de oficio; que se incurrió en defecto fáctico y se presentó un error inducido, y si él no agoto todas las vías y recursos legales, el despacho tampoco actuó conforme al debido proceso.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de tan especial herramienta, Francisco Javier Jaramillo Vélez acudió en procura del amparo del derecho fundamental al debido proceso, que halló lesionado por parte del Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, con motivo de la sentencia que profirió el 8 de septiembre de 2015, dentro del proceso abreviado de menor cuantía que adelantó allí en contra del Conjunto Residencial y Comercial Pinares de Aragón P.H., pues, estima que no se ajustó a la realidad probatoria que enseñaba el asunto.
El Juzgado de primer grado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción, atendiendo que el interesado no interpuso recurso de apelación frente a la sentencia de la que ahora se duele, siendo ello un requerimiento vital para que se abra la senda de una acción de esta estirpe, atendiendo la residualidad y subsidiariedad que le son propias.
Y para decirlo de entrada, la Sala comparte la resolución  adoptada, como quiera que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Aquí, sin que haya mucho que trasegar, se tiene que la sentencia, de la que se queja con ahínco el accionante, proferida el pasado 8 de septiembre y luego de surtirse válidamente su notificación al interesado, alcanzó la ejecutoria del caso, en vista del silencio con el que transcurrió el término hábil para alzarse contra la misma.
   



En tal estado de cosas, contaba el accionante con otro mecanismo de defensa judicial para hacer ver del juez ordinario competente para conocer en segundo grado, todas y cada una de las aparentes irregularidades que ahora estima que se dieron en el fallo y que pretende realzar por este excepcional trámite; pero no lo utilizó, olvidando con ello, más allá de las situaciones que ahora blande, que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, se insiste, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, como viene de verse, no ha acontecido. 

  



Con esa omisión, queda al descubierto la causal de improcedencia señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, que tiene su razón de ser, además de lo señalado, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluído sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer para dejar al escrutinio del juez natural todas y cada una de aquellas vicisitudes que, afirma, vulneran su derecho al debido proceso.
  



Esto, porque, de otro lado, el accionante no acreditó ninguna condición que permitiera darle un tratamiento especial, ni se advierte tampoco una causa justificada que le hubiera impedido hacer uso de las herramientas procesales que tenía a su alcance, como para flexibilizar de alguna manera ese requisito. 
    



Sin que haya lugar, entonces, a otras consideraciones, se confirmará el fallo objeto de revisión, en cuanto declaró la improcedencia de la acción frente al Juzgado Octavo Civil Municipal que, en últimas, profirió la providencia atacada, y se modificará para negarla respecto de los demás involucrados, ya que de su parte no se encuentra trasgresión alguna frente al actor.

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 27 de enero del presente año por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela iniciada por Francisco Javier Jaramillo Vélez, frente al Juzgado Octavo Civil Municipal de esta misma ciudad, que la declaró improcedente, y la modifica para precisar que se niega frente a los vinculados Juzgados Segundo y Séptimo Civiles Municipales de Pereira y Conjunto Residencial y Comercial Pinares de Aragón P.H. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia C-543-92
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